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			A quienes marcaron mi camino con su ejemplo.

			A quienes crean que vale la pena continuarlo.

		


		
			PRÓLOGO

			Cara y ceca de la política

			Admiro mucho a las mujeres que se plantan, las que con valentía asumen posiciones de poder y decisión. Las que enfrentan sin achicarse la prepotencia de los varones. Está claro que aprecio mucho a las mujeres que en la política han decidido ejercer sus propios liderazgos y empezar a poner en crisis el monolítico poder de los varones. Por eso nunca he compartido la descalificación de las que ocuparon espacios desde su condición de esposas. Más allá de la utilización de apellidos con fuerte arraigo en el peronismo, Cristina Fernández de Kirchner, como también antes Hilda «Chiche» González de Duhalde, lograron ser mucho más que las «señoras de». Las dos cultivaron estilos propios y construyeron un derrotero que les permitió marcar el territorio en el que les tocó actuar. 

			En 2005, ambas compitieron por el lugar en el Senado que corresponde a la provincia de Buenos Aires. Era una primera explicitación de la división del justicialismo que luego se tornaría irreconciliable, y que enfrentaría a Cristina y a Chiche, para dar lugar al nacimiento del Frente para la Victoria. Presenté en aquel momento una acción judicial porque ya veía que se inauguraba un peronismo que se quedaba con todos los lugares, pese a que la Constitución establece con claridad que los tres se deben distribuir entre los dos partidos políticos que obtienen el primer y segundo lugar en la cantidad de votos. Y tanto ellas como sus compañeros de listas pertenecían todos al mismo partido. Mi reclamo no prosperó, entre otras cosas porque ya en aquel momento los jueces no se enfrentaban a los que ganaban elecciones.

			Cristina Fernández había nacido en La Plata pero esa era la primera vez que competía en territorio bonaerense. Antes lo había hecho siempre por su provincia de adopción y la tierra donde su marido, Néstor Kirchner, había montado un importante aparato de poder desde la Intendencia de Río Gallegos primero, para llegar luego a la gobernación de Santa Cruz. Su lista triunfó con una enorme amplitud y entonces llegó a la Cámara Alta en un impulso ascendente de su carrera que la terminaría catapultando hacia los máximos lugares de la representación popular.

			La había conocido antes, cuando compartimos una temporada en la Cámara de Diputados. Ella ya era la esposa del gobernador y se hacía escuchar. Su voz siempre tronaba con furia, altivez; también con inteligencia y consistencia. Había renunciado al Senado en rebeldía con su bloque. Sus posiciones y la firmeza al sostenerlas despertaban miradas y palabras tanto de elogio como de reproche. Nunca pasaba inadvertida. 

			Cristina, como muchos de nosotros, confrontaba fuertemente con el menemismo cuando se iba ya anunciando el final de un gobierno que llevaba una década. La corrupción, el escándalo del contrabando de armas, las posibles complicidades con el atentado a la AMIA, la existencia de una mayoría automática en la Corte Suprema de Justicia —que había sido obscenamente funcional a la Casa de Gobierno, convalidando medidas de dudosa constitucionalidad y con graves consecuencias sociales— eran los hechos que marcaban ese final del ciclo aun cuando «el uno a uno» seguía siendo caprichosamente sostenido y provocando serias consecuencias en lo económico y lo social. 

			Los argentinos empezaban a sentir que el cambio era inexorable. Muchos querían ser protagonistas de un nuevo tiempo. Así nació la Alianza, entre la Unión Cívica Radical y el Frepaso, que ganó las elecciones legislativas de 1997 y el gobierno nacional dos años más tarde. Yo militaba en las filas de los radicales y desde ese lugar, aún hoy a la distancia, reivindico aquella construcción que tan fielmente representaba un sentimiento popular que apenas un par de años después habríamos frustrado con enorme dolor. Quebramos un ciclo de esperanza no bien iniciado y ese gobierno llegó a su fin en diciembre de 2001. 

			Vinieron días de zozobra y riesgos serios de quiebre institucional, con la sucesión precipitada de varios presidentes como un hecho que marcará para siempre ese tiempo. La renuncia de Fernando de la Rúa por la dimisión previa del vicepresidente Carlos Álvarez dio lugar al paso fugaz de Adolfo Rodríguez Saá, Ramón Puerta y Eduardo Camaño en la presidencia de la nación, hasta que Eduardo Duhalde asumió el cargo. 

			Entre las cosas que se frustraron en los tiempos de la Alianza también estuvo la investigación que había promovido Elisa Carrió con la Comisión Bicameral de hechos ilícitos vinculados con el lavado de dinero o la famosa revisión de «las cajas» que la diputada consiguió traer de los Estados Unidos y que permitiría descubrir una maraña de relaciones mafiosas entre empresarios, banqueros y funcionarios. La Comisión se creó en el año 2000 y terminó abruptamente cuando Carrió pretendió ponerla en disposición de acompañar la presentación de su propio partido político, el ARI.

			Siempre he pensado que deberíamos haber tenido un registro o anecdotario de la tarea desarrollada en esa Comisión durante los intensos meses en que estuvimos trabajando en una sede de Diputados que se encontraba en la avenida Entre Ríos al 200. Figuras que alcanzaron posiciones relevantes se sentaban a esa mesa. Allí estaba Cristina Fernández de Kirchner como representante del Bloque Justicialista, de la misma manera que su compañero Daniel Scioli, a quien todos reconocíamos como el álter ego de Carlos Menem y que solo estaba ahí con la intención de frenar cualquier avance que pudiera darse contra quien ya era un expresidente. Por ese bloque también estaba Carlos «el Gringo» Soria, quien algunos años más tarde fue asesinado por su esposa a pocos días de asumir el cargo de gobernador de la provincia de Río Negro.

			Graciela Ocaña fue conocida a partir de esa Comisión como «la hormiguita», apodo bien ganado por su dedicación a su tarea, que cumplió con prolijidad acompañando lealmente a Carrió. José Vittar estaba ahí, como ella, por el Frepaso, en la Alianza. La nómina de integrantes se completaba con Horacio Pernasetti y yo, que por entonces éramos, respectivamente, presidente y vicepresidente del Bloque Radical. Franco Caviglia, designado por el partido Acción por la República, de Domingo Cavallo, y Gustavo Gutiérrez, por el partido provincial demócrata de Mendoza, y quien había estado junto a Carrió en la tarea previa para conseguir el envío de las cajas con la documentación a revisar.

			Aquella etapa fue la de mi mayor asiduidad con Cristina. La diputada por Santa Cruz no era una más en aquella Comisión. En ese lugar, como también lo hacía en el recinto de la Cámara, se plantaba incluso en contra de la voz dominante en su propio partido. Pero las peleas de alto voltaje, con mucho de peluquería, que sostenía con Carrió eran dignas de alquilar balcones. Siempre he pensado que las motivaba una indisimulable competencia. No la critico, al contrario. Dos personalidades fuertes, con evidente formación intelectual, siempre explicitan batallas que vale la pena presenciar.

			Cristina era, además, la esposa del gobernador de Santa Cruz. Su porte y la seguridad con que se desenvolvía hacían imposible no notar su presencia. El ojo femenino capta ciertos detalles. Todavía la recuerdo: llegaba impecablemente vestida con ropa de alta calidad, enfundada en conjuntos monocromáticos —un día, de traje rojo; otro, de blanco—, carteras y zapatos de marcas de alta gama, joyas relucientes. El maquillaje recargado ya era por entonces parte de su imagen. Además, nunca llegaba sola, sino rodeada por un equipo de trabajo numeroso. Trataba a sus colaboradores poco menos que como súbditos: uno le acercaba el celular; otro, la agenda, y otro, la botella de agua mineral, que siempre era marca Evian, importada de Francia. 

			Sí, todavía la recuerdo. Son en esos momentos de la rutina cotidiana en el trabajo cuando uno logra adivinar la sustancia de las personas, cuando uno alcanza a atisbar al menos cómo realmente son, cómo se perciben a sí mismas. A mí me llamaba la atención la manera en que Cristina sostenía, con distancia, sus relaciones interpersonales, con propios y extraños. Esa característica que luego, cuando tuvo más poder, vimos acentuarse cada vez que, para dirigirse a los ciudadanos, parecía hablarnos desde algún pedestal que la tenía siempre por sobre el resto. 

			Yo no sé nada de joyas y mi modo de vestir ha sido siempre más motivo de críticas que de elogios. Poco importa cuando una intenta construir una identidad que más bien transmita lo que soy o lo que siento, en lugar de lo que tengo o aparento. El contraste entre esa suerte de reina atendida por multitudes y mi realidad de ciudadana común, representando la voz de los votantes bonaerenses, era evidente, fuerte y creo que ha influido mucho en la visión y posición que con el tiempo he ido asumiendo en relación con Cristina. 

			Aquellas diferencias entre nosotras no se reducían a cuestiones de estilo en el vestir o en el trato con la gente. Ese contrapunto que se notaba en la superficie revelaba un contraste profundo: una oposición irreconciliable entre dos maneras diametralmente opuestas de concebir la política y el deber ser del trabajo político. 

			* * *

			A los 17 años, ya terminando el colegio secundario, supe que quería dedicarme a la actividad política. Como todos los chicos a esa edad, sentía una natural vocación por la justicia y miraba el mundo con idealismo: igualdad y justicia, dos horizontes que casi siempre son abrazados por los jóvenes con entusiasmo pero con mucha más frecuencia abandonados por los adultos, especialmente cuando el ejercicio práctico de las profesiones y el devenir de los años nos enfrentan a dilemas éticos y disyuntivas morales. 

			No fueron los goces del poder ni el afán de reconocimiento público los motores de mi interés temprano por la cosa pública. Tampoco el enriquecimiento personal acelerado y vertiginoso que se volvió costumbre en buena parte de la clase política que hegemonizó la vida del Estado en la última década. Al menos de quienes han estado en los más encumbrados lugares de visibilidad y poder. Sigo pensando que la militancia también ha generado figuras extraordinarias, con valores y comportamientos consecuentes con las promesas que se hacen a los votantes.

			Llevo más de cuarenta años de vida política activa, intensa, sin pausa ni distancias. Sigo afirmando que el mayor capital que puedo exhibir en mi currículum es haber surgido de la militancia ilusionada que pintaba las paredes en las estaciones ferroviarias, repartía volantes en la calle y pegaba carteles por las noches. 

			Las cosas han cambiado tanto. Padecemos un aburguesamiento consentido por la mediatización de la política, la influencia irrefrenable de los medios de comunicación masiva, el marketing y la crisis de credibilidad de los partidos. Pero a la hora de los balances, me reconforta pensar que he dado lo mejor de mí para honrar la confianza que los ciudadanos depositaron cuando nos eligieron para representar sus intereses y sus derechos, y aportar a la construcción de una sociedad republicana que trate con justicia y equidad a todos sus hombres y mujeres. Esas sí son algunas de las metas que me puse en el trayecto de mi vida pública.

			Mi dedicación a la política es intensa. Mis seres queridos lo saben: las rutinas simples de la vida familiar vienen quedando suspendidas en casa desde hace años, supeditadas a la marcha de las urgencias de la Argentina que puntean hora a hora mis obligaciones. Desde que ingresé a la política, el descanso y las vacaciones se convirtieron en un lujo siempre postergado a la espera de que la realidad del país dejara espacio para retomarlos. 

			Puedo afirmar con humildad pero con el orgullo de la tarea cumplida con coherencia que mi vida pública está signada por un objetivo profundo y serio de mi parte: mantener en alto los ideales de honestidad en el servicio público, el afianzamiento de la justicia y la transparencia institucional. 

			Estoy convencida de que la política no puede perder el sentido humano como parte sustancial del quehacer cotidiano. Solo concibo la actividad política y la gestión con la vocación transformadora de que la gente pueda vivir mejor. Solo el interés común y el bienestar general me movilizan para la acción. Y cualquier comportamiento reñido con los principios de la ética no forma parte de mi agenda de trabajo. Puedo reconocer también que muchas veces persigo esas causas con un dejo de relativa ingenuidad, esa misma ingenuidad que movía el idealismo adolescente que me llevó a la política. 

			Para algunos críticos, esa ingenuidad me resta méritos. Mi perspectiva es otra. Se trata más bien del combustible necesario de cualquier dirigente político: la capacidad de soñar con una Argentina fuerte en lo institucional y justa en lo social. La visión de que una Argentina mejor es posible puede parecer naif, pero es constitutiva del alma de la política. Soñar lo imposible e intentar hacerlo posible es la gran tarea de quienes nos animamos a la política. Y «el alma», como en los grandes edificios, es lo que nos sostiene, lo que nos da fuerza, siempre relacionando lo concreto, lo real, lo terrenal, con el sentido mismo de la vida.

			Nunca he estado sola. Mi compromiso con la sociedad no se produce en un vacío. Al contrario, no hay momento en el que no busque ser leal a los valores que me formaron desde la niñez y la juventud. La política que soy hoy es fruto de los ejemplos, las lecciones éticas y los aprendizajes intelectuales de un hogar típico de la clase media esforzada, ese sector social con un rol central en la Argentina en su mejor versión. 

			La familia, la escuela, el barrio, los espacios de convivencia marcaron a fuego esta cultura política que hoy defino como el conjunto de ideas, principios y valores que forman nuestra identidad, la personal y la que se construye como símbolo del espacio común que es nuestra nacionalidad, que es nuestra patria.

			* * *

			No me llevaron de la mano a un comité. Tomé sola la decisión de ingresar en la política y cumplí tempranamente el sueño de poder volcar en una acción colectiva y militante los ideales del trabajo por una sociedad mejor. Eso mismo es lo que había recibido desde mi formación familiar. Mis padres, ambos médicos con una fuerte vocación de servicio social, nos legaron con su propio ejemplo los valores del esfuerzo y la cooperación, el cumplimiento de las normas y las obligaciones que nos corresponden, la honestidad como regla y la solidaridad como comportamiento. 

			Jugábamos en el barrio, simulábamos ser parte de un club o una asociación vecinal y ahí, en la inocente observación de los tiempos políticos que corrían, yo buscaba imitar desde la presidencia, en el juego, a Arturo Illia, por entonces presidente de la nación. Su austeridad, su bonhomía, su compromiso con los pobres… no tenía dudas: yo quería ser como él. Tal vez también como mi padre o como mi madre, sobre quienes siempre fui recogiendo testimonios de gratitud, que de grande llenaban mi corazón pese a su ausencia. 

			Mi familia me formó en valores. En casa había conversaciones y las lecturas políticas eran parte del microclima en el que crecimos. Pero mi acercamiento más decidido a la vida política surgió en las aulas. Cursé la primaria y la secundaria en el Colegio Parroquial de Morón. Y ahí mismo, ya como abogada, luego sería profesora. 

			En aquel secundario y en plena adolescencia, encontré la amistad de compañeras y compañeros que no han dejado de ser el vínculo afectivo más fuerte de todos los grupos humanos que he conocido. Ahí tuve también la suerte incomparable de contar con profesores valiosos que me formaron y se interesaron en mí, me acercaron consejos y me recomendaron lecturas que me marcaron profundamente. Recuerdo especialmente El 45, de Félix Luna, y varios otros libros del mismo autor que fueron puestos en mis manos inquietas por el profesor Arcadio Aranda. 

			Mi interés en la política nació directamente de esa otra pasión, que era la lectura de la historia. La profesora Teresita Cassará, una de esas docentes que contribuyeron a moldear mi carácter, fue una educadora clave en mi destino. Fue la persona que me enseñó a querer y a entender la historia de la Argentina. Nos hablaba de las causas y de las consecuencias de cada acontecimiento. A partir de ahí pude desentrañar gran parte de nuestro destino, por qué nos han pasado muchas cosas y por qué tenemos esa inexorable tendencia a repetirlas y reincidir en los errores cometidos. Esos años fueron determinantes en la definición, primero, del estudio del derecho hasta recibirme de abogada y, luego, en mi decisión de meterme de lleno en la acción política. 

			En ese momento de nuestro país y de mi derrotero personal, la Unión Cívica Radical (UCR) era el partido que mejor expresaba, en términos institucionales y de representación social, las cuestiones que me interesaban e inquietaban. En esos años se despertó mi vocación política y en esos años me hice radical. Haber abandonado posteriormente el partido en el que milité intensamente por más de treinta años no implica renegar de aquel período ni mucho menos de las razones y los principios que me llevaron a ese lugar.

			Conocía la historia del partido: la había estudiado a conciencia. Había leído los libros de Hipólito Yrigoyen, especialmente Pueblo y gobierno, una colección de tomos viejos, con tapas duras de un azul desteñido, que había encontrado en la biblioteca familiar. No fueron mis padres quienes pusieron en mis manos esas páginas, pero con seguridad sus deseos profundos de abrir para mí el mejor camino dejaron libros como herencia. Yo misma compraría unos años después la colección completa de Todo es Historia.

			Aquellos viejos libros hasta mis lecturas más actuales pusieron el foco en cuestiones vinculadas con la justicia, con los derechos humanos y la irrestricta defensa del Estado de derecho. 

			En aquella etapa de mi vida, el golpe militar que derrocó a Illia el 28 de junio de 1966 fue uno de los hechos que marcó mi primera juventud. Vi la tristeza y la preocupación reflejadas en los ojos familiares; empecé a entender el valor de la libertad cuando nos es arrebatada. 

			Ya más grande, como estudiante universitaria volví a sentir, esta vez de manera más directa, la instalación del terror y la violencia, cuando los militares se apoderaron del gobierno, del Estado y también de nuestras decisiones individuales. Otra vez nos quitaban la libertad. Yo ya estaba militando activamente y entonces la clandestinidad fue la única forma de seguir reuniéndonos, para protegernos, para repensar estrategias. 

			Fue el tiempo destinado a estudiar, a definir un rumbo. Y sin duda, entonces se afirmaron definitivamente los principios que iban a regir para siempre mi vocación política. Porque ahí pude sentir el deseo irrefrenable de justicia. Esos años marcaron también para siempre la vida de todos los argentinos y apareció esa figura tan inspiradora, que vendría a conducirnos en una militancia dirigida a promover el debate de las organizaciones políticas, el diálogo multisectorial para recuperar la democracia. Me refiero a Raúl Alfonsín.

			Pasamos por el horror de Malvinas, conmovidos por lo que entendíamos era una excusa del poder militar en retirada para intentar un último manotazo del ahogado que se hunde. Formamos parte de las filas militantes corridas de la Plaza con gases lacrimógenos. Pero ya no había miedo. Sabíamos que estábamos frente al final de los años más crueles de nuestra historia contemporánea.

			Alfonsín nos representaba, nos motivaba, nos movilizaba, nos expresaba. Lo acompañé, aun a la distancia, cada vez que pude durante esos últimos meses, durante una campaña electoral que inspiraba las fibras más íntimas, que nos nucleaba, nos excitaba. Recuerdo cada acto, cada palabra y la piel erizada, cuando no alguna lágrima de emoción cada vez que ese líder democrático recitaba los párrafos del Preámbulo de la Constitución nacional. Esa sí que era una proclama movilizadora: «con el objeto de constituir la unión nacional, afianzar la justicia, consolidar la paz interior, proveer a la defensa común, promover el bienestar general, y asegurar los beneficios de la libertad para nosotros, para nuestra posteridad y para todos los hombres del mundo que quieran habitar en el suelo argentino».

			La restauración democrática de 1983 con el triunfo electoral de Alfonsín, candidato de la UCR, fue el otro momento clave de la marcha política de la Argentina que fue significativo para la historia personal que yo iba tejiendo en la esfera pública. 

			Alfonsín no era una figura lejana para mí: yo había trabajado muy cerca de él durante toda la campaña y su victoria electoral significó en aquel momento la consolidación de valores fundamentales. La austeridad y la honestidad, las mismas que había admirado en Illia, se encarnaban entonces en Alfonsín, que llegaba dotado, además, de una vida política signada por la lucha por la libertad, la democracia y los derechos humanos. Esos ideales inspiraron a mi generación. 

			Pasado el tiempo, el contraste se hace inevitable: como tantos argentinos, encontré en figuras como las de Illia y Alfonsín los valores exactamente opuestos a los que luego representaría la expresidenta Cristina Fernández de Kirchner. Dos maneras diametralmente antagónicas de concebir la cosa pública, el gobierno y el compromiso con la vida política.

			Con la recuperación de la democracia empezó mi carrera en el ámbito público. Ocupé mi primer cargo en 1983, como directora de Acción Social y Minoridad, y luego fui concejal en el Partido de Morón. Eran los años de la intendencia de Norberto García Silva, un dirigente radical muy reconocido, ya fallecido. Junto a él y a Marcos Di Caprio, especialmente, fui forjando un lugar dentro del partido radical.

			La experiencia en el Concejo Deliberante de Morón fue aleccionadora: el respeto y la convivencia con aquellos que opinan diferente y la discusión tensa que se concreta en cada movida legislativa. Ahí se empezó a gestar la política que soy ahora. La relación de inmediación, la tarea comunitaria, el puerta a puerta y, sobre todo, el debate y la disputa política fueron los puntos de inicio que dieron un sentido práctico a mi militancia en el terreno de la gestión, primero en el Departamento Ejecutivo, en contacto con necesidades profundas, a cargo de excelentes profesionales del servicio social, y luego en el deliberativo, espacio enriquecido por el intercambio entre las diversas expresiones políticas, por entonces, del peronismo y el radicalismo.

			Por esos días logré construir acuerdos con muchos dirigentes peronistas. Mi esfuerzo consistía en encontrar un suelo común, que dio sus frutos. 

			El peronismo atravesaba un proceso de renovación interna que resultó una oportunidad. El intendente Juan Carlos Rousselot, símbolo del ultramenemismo, que ya había asumido el gobierno nacional luego de la derrota del radicalismo y la entrega anticipada del poder, había firmado un cuestionado contrato para la realización de una obra de tendido de cloacas con Mauricio Macri en representación de la empresa Sideco Americana.

			El contrato estaba plagado de irregularidades administrativas, muchas de las cuales dieron lugar a una acusación por la Comisión de Delitos, que terminó con la decisión mayoritaria de sancionar al intendente con su destitución. También se aprobó la presentación de cargos ante la Justicia penal para investigar los hechos en ese ámbito más allá de la condena política que aplicaba el cuerpo deliberativo. 

			La contratación incluía una serie de cláusulas leoninas, que iban a producir un perjuicio importante al gobierno local y siempre existió la sospecha sobre la vinculación y el eventual beneficio personal que Rousselot podría obtener. Han pasado casi treinta años y aún no hay cloacas en todo el territorio entonces comprendido por la Municipalidad de Morón, que luego sería dividido para conformar los municipios de Hurlingham e Ituzaingó. 

			La destitución y las denuncias advertían sobre una posible malversación de fondos públicos. Esa fue mi primera denuncia de corrupción. En el ejercicio de esa acusación, integraba y representaba al bloque de concejales radicales. Habíamos alcanzado la mayoría calificada exigida por la ley mediante un acuerdo con parte del bloque justicialista, que lideraban el senador Horacio Román y el concejal Alberto Descalzo, hoy intendente de Ituzaingó. Se respiraban tiempos de acuerdos políticos y la firme vocación de defender el interés público que el mal manejo de la gestión y la posible malversación afectaban seriamente.

			Cada época deja su impronta en los modos de hacer política. La joven democracia argentina, con su debilidad institucional y con la corrupción integrada estructuralmente al ejercicio de buena parte de la dirigencia política, marcaría a fuego el sentido de la práctica política en tiempos democráticos. Así, controlar al poder de turno y recurrir a la Justicia para develar la opacidad y oscuridad de ese poder se instalaron de lleno, casi como una rutina, en mi agenda diaria. 

			* * *

			Luego de terminar mi mandato como concejal, volví a mi estudio jurídico en Morón para ejercer la profesión de manera independiente. También la vocación por el derecho me había volcado desde años anteriores a la militancia gremial en el Colegio de Abogados de Morón, primero, y en la Federación Argentina de Colegios de Abogados, después, como representante en la Junta de Gobierno.

			Esa misma democracia aún incipiente y los riesgos permanentes que habíamos sentido por levantamientos militares y afrentas políticas fortalecieron el compromiso con organizaciones de derechos humanos. Sería recién muchos años más tarde cuando, junto con un gran número de compañeros de militancia, decidiríamos migrar de las filas radicales para fundar el partido Generación para un Encuentro Nacional (GEN), que hoy presido.

			Lo cierto es que esa trayectoria fue forjando una identidad y un temple. Pero como parte de ello, y por la enseñanza que para muchos de nosotros habían sido los tiempos de pérdida de la libertad y la democracia, fuimos conscientes de la importancia de la convivencia política y la necesidad de establecer acuerdos y consensos. 

			Así fue como llegué al Congreso nacional por primera vez, cuando fui elegida diputada nacional en 1997 en las listas de la Alianza.  

			El menemismo empezó a mostrar los primeros síntomas de su deterioro y los debates del Congreso se pusieron «calientes». Los años empañarían aún más ese ejercicio y al cabo de tantas renovaciones parlamentarias, recuerdo aquellas sesiones y hoy destaco su extraordinario nivel.

			Cristina Fernández fue, sin duda, una de las grandes protagonistas, a partir de su desempeño en las tareas de comisiones y en los debates parlamentarios. Me tocó compartir con ella aquellos espacios por las afinidades profesionales y de competencias temáticas. 

			Debo reconocer que en un principio le creí a Cristina. Durante la última etapa del gobierno de Carlos Menem, ella era opositora dentro del Bloque Justicialista en la Cámara de Diputados, que presidía Alberto Pierri.

			Otro de los recuerdos que integran mi «rompecabezas Cristina Kirchner» es justamente ese: en las sesiones de Diputados ella hacía lo imposible para hacerse escuchar, aun gritando desde el fondo del plenario. 

			Pierri la ignoraba, sin vueltas. Cristina pedía la palabra a gritos mientras el presidente de la Cámara pretendía no oírla. Tenía cierta lógica la actitud de Pierri: Cristina era una mujer muy formada y elocuente, y cada vez que tomaba el micrófono durante las sesiones era imposible pararla. Era dueña de una vehemencia y un coraje que despertaban cierta admiración. Yo tenía enormes diferencias con ella respecto de su impronta y de cómo se conducía con la gente, pero la reconocía como una legisladora valiente y formada, dos cualidades que valoro sobremanera en el ámbito de la política. 

			Las primeras señales de alarma en torno a su figura y la de su esposo Néstor Kirchner empezaron a llegar en esos años. Mientras sus colegas —entre los que me incluyo— se admiraban ante una diputada capaz de enfrentarse a su propio partido, dirigentes de Santa Cruz advertían sobre el comportamiento del matrimonio Kirchner en la provincia. 

			Las operaciones sobre la Justicia, la creación de medios amigos, la práctica autoritaria y la corrupción ya eran visibles en esa época. Cuando Kirchner alcanzó la presidencia en 2003, su principal estrategia fue trasladar el modelo de gobierno que venía sosteniendo en su provincia para implementarlo a nivel nacional. No fue una estrategia gradual: no bien asumió el poder, Kirchner instaló la corrupción como mecanismo estructural de acumulación y consolidación de su poder. 

			La concentración o centralidad en el manejo del poder, las decisiones y los recursos públicos fue la impronta con que logró seducir, controlar y disciplinar a los propios y también a muchos que hasta entonces eran extraños. Nada escapaba a esa unilateralidad con que manejaba el gobierno. Y ella, la senadora entonces presidenta de la Comisión de Asuntos Constitucionales, constituía una pieza clave en el modelo de gestión. 

			Allí, en el ámbito de su ejercicio parlamentario, se ocupó de obturar el avance de leyes claves como la de acceso a la información pública o de garantizar la liberalidad concedida por falta de una reglamentación adecuada para empezar una larga etapa de abuso en el manejo de los decretos de necesidad y urgencia (DNU), sobre todo destinados a la disposición y transferencia de partidas presupuestarias al margen del Congreso. 

			Cristina daba cobertura desde el Congreso al titular del Poder Ejecutivo. Era su brazo legislativo. Al mismo tiempo, se movía en la práctica con una omnipotencia cruel en muchos casos, por encima de cualquier autoridad institucional, y en varios momentos terminó humillando directa y explícitamente a quien era no solo el presidente del Senado sino el vicepresidente de la nación, compañero de fórmula de Kirchner. Me refiero a Daniel Scioli. Cristina nunca pudo disimular la inexplicable tirria que le despertaba quien luego sería, también por elección de Néstor, gobernador de la provincia de Buenos Aires y, por imposición de la realidad, el último candidato a la presidencia con pretensiones a sucederla por el Frente para la Victoria.

			En 2007, me ilusioné con la posibilidad de que la presidencia de Cristina Fernández de Kirchner pudiera marcar un cambio respecto del gobierno de su marido. Su pasado crítico con respecto al menemismo y su condición de mujer, esa aparente intransigencia ética ante las injusticias que caracteriza a muchas mujeres comprometidas, despertó mis expectativas. 

			La baja calidad institucional del gobierno de Kirchner entre 2003 y 2007 fue un hecho repudiado por la sociedad. Cristina misma había hecho una referencia implícita a esa situación cuando se comprometió a mejorar el funcionamiento de las instituciones democráticas durante su gestión. Sobre el final, la presidencia de Néstor había dejado al desnudo los focos de corrupción, el desmantelamiento de los organismos de control y la manipulación del poder y el proceso electoral para ponerlos al servicio de la permanencia. Cristina asumió públicamente el compromiso de mejorar eso. 

			Nunca compartí los descalificativos que recibió Cristina por ser «la esposa de». La conocí como militante, dirigente y diputada y siempre la consideré más capaz que su esposo. Sin embargo, al poco tiempo de iniciado su mandato, se hizo evidente que su decisión era seguir las mismas estrategias que había implementado Néstor Kirchner. Y contrario a lo que habíamos creído, su impronta fue más autoritaria, con severos tintes de soberbia y prepotencia, que se fueron incrementando en poco tiempo. Sin reuniones de Gabinete ni conferencias de prensa, las cadenas nacionales extensas, los discursos interminables, la descalificación del pensamiento diverso y el mantenimiento de funcionarios cuestionados o sospechados fueron las marcas características del estilo de Cristina Fernández desde su primera gestión. 

			Los ejemplos de esta forma de gobernar empezaron a aparecer rápidamente desde 2007. Basta un ejemplo en el terreno institucional: el uso y abuso de los DNU, aunque con algunas diferencias respecto de cómo los aprovechó su marido y antecesor. En el caso de Néstor, abuso por cantidad de DNU. En el caso de Cristina, por su uso táctico: aunque no recurrió a los DNU con tanta frecuencia, lo hizo en decisiones cruciales, que implicaron transferencias de fondos millonarios, todo en un solo decreto. Esos DNU le permitieron redistribuir dineros que tenían un fin específico dentro del presupuesto, salteando al Congreso. 

			En 2014, por ejemplo, se reasignaron 36.000 millones de pesos de forma discrecional. Los DNU de Cristina representaron una contradicción flagrante respecto de su dura postura crítica sobre su uso durante el menemismo. Para mí, fue una de las primeras señales de que la ilusión que Cristina había despertado empezaba a desvanecerse.

			* * *

			Desde que empezó mi carrera política, cada denuncia que realicé contra el poder de dirigentes que buscaban enriquecerse abusando de la voluntad popular y de los recursos del Estado partió de una convicción profunda: tengo la obligación legal y moral de servir a la nación de esa manera y defender el interés nacional, porque también de ese modo defendemos los derechos de los sectores más vulnerables, los más afectados por el abuso y la discrecionalidad del poder. 

			No se trata simplemente de una postura abstracta y teórica sobre la importancia clave de la institucionalidad en la vida democrática. La corrupción y el enriquecimiento a costa del Estado y a través del abuso del poder tienen consecuencias reales, dañan a personas concretas. Tienen costos económicos, sociales y humanos. Me conmueven las víctimas humanas de este flagelo. Los años que los argentinos atravesamos bajo la presidencia de Cristina Kirchner generaron no solo ilícitos sino también mucho dolor. Entre los tantos hechos de corrupción que terminaron con víctimas inocentes, hay tres que me impactaron especialmente. 

			El primero de ellos fue la llamada «Mafia de los medicamentos», con la figura del superintendente de Servicios de Salud de la Nación, Héctor Capaccioli, en el centro de la escena delictiva. Ese organismo es el encargado de supervisar a las obras sociales y a otros entes que ofrecen prestaciones en el sector de la salud. El cargo oficial oculta la verdadera naturaleza del trabajo de Capaccioli, que en 2007 fue también el principal recaudador de la campaña presidencial. Los hechos están claros: la campaña que llevó a Cristina por primera vez a la presidencia fue financiada con dinero proveniente del sector de la salud, gracias a inescrupulosos que falseaban medicamentos para enfermos terminales. Y que además se vinculaban con el tráfico de efedrina, es decir, con organizaciones criminales de narcotraficantes que vieron crecer sus negocios durante el gobierno que sobrevino. 

			Los empresarios de las droguerías son investigados por la Justicia, acusados de vender medicamentos adulterados para pacientes oncológicos. ¿Se puede ser tan ruin como para vender medicamentos vencidos a enfermos terminales? ¿Hasta qué extremos puede llegar la corrupción? Pero más grave aún es que, luego de la convalidación de la maniobra, sus ganancias sean recibidas como aportes de campaña. En la misma línea, los empresarios asesinados en el «Triple crimen de General Rodríguez» también fueron tributarios de los fondos destinados a financiar la campaña electoral del kirchnerismo.

			La corrupción fue el comportamiento que determinó de manera inexorable «la Tragedia de Once», y ese es el segundo de los hechos que más me indignaron y conmovieron. Lo he vivido de manera personal, tal vez por la cercanía del Sarmiento, que pasa a pocas cuadras de mi casa y es el principal medio de transporte de la zona, de mi barrio, de mi familia y de mis vecinos para llegar hasta la capital. 

			Las víctimas en la Tragedia de Once son mis vecinos, gente que me cruzaba en el barrio y que usaba el tren de manera cotidiana, confiando en que el Estado velaba por su seguridad. 

			Todo el proceso judicial de investigación del hecho hasta el fallo de la Cámara Federal han sido sumamente claros en la descripción de una maraña de relaciones mafiosas entre funcionarios públicos, sindicalistas y empresarios. El dinero que debía destinarse al mantenimiento de los trenes terminó enriqueciendo a esos inescrupulosos, que son responsables de la muerte de cincuenta y dos personas. 

			El último de los hechos (y no porque no existan otros) de esa suerte de saga de corrupción orquestada durante la presidencia de Cristina Fernández que me dolió particularmente fue el desvío de fondos destinados a la construcción de viviendas sociales a través de la Fundación Sueños Compartidos, que nunca llegaron a destino. Se robaron 700 millones de pesos de los 1.200 que habían sido adjudicados. A través de un número de operaciones mafiosas y perversas, se le robó dinero a la gente más pobre y se vulneró uno de los derechos sociales más importantes: el derecho a la vivienda. 

			Hay funcionarios involucrados, pero nunca son sancionados. Hablo del tristemente célebre José López, como secretario de Obras Públicas, y el ministro omnipresente en todos los casos de corrupción, Julio De Vido. 

			A la lista de hechos de corrupción dolorosos se suma la vergonzosa utilización de un organismo de derechos humanos para tapar la apropiación de dineros y sueños que pertenecían por asignación y por derecho a los hogares más pobres.

			La corrupción no se va a terminar ni con mis denuncias ni con la aspiración de un funcionario más honesto que los anteriores. Recién terminará cuando la sociedad diga basta, reaccione, se indigne y deje de votar a los corruptos. 

			El segundo mandato de Cristina Kirchner tuvo algo de similar al segundo período presidencial de Carlos Menem: todo el mundo sabía de la corrupción enquistada en el círculo menemista pero, como no se sentía en el bolsillo, la ciudadanía optó por mirar hacia otro lado. Por eso quiero insistir: se requiere una profunda toma de conciencia por parte de la sociedad y un compromiso serio para no olvidar jamás la lección que dejaron las dos presidencias de Cristina Kirchner: la corrupción mata. 

			* * *

			El juicio más implacable es el de la historia. Para ese dictamen valdrán siempre los testimonios de la época registrados en las notas periodísticas, las descripciones contextuales, la sensibilidad social frente a cada acontecimiento, los protagonistas que surgen, impensados, en ese entramado complejo de causas y efectos. 

			Los procesos políticos del presente, de maneras insospechadas, generan sus propios protagonistas, individuos que sin buscarlo dejan su condición de meros espectadores de los sucesos para encarnar roles más desafiantes como fiscales o defensores de personas o de hechos. 

			La historia nos muestra un caso emblemático: el del escritor francés Émile Zola cuando en 1898 decidió asumir una fuerte defensa en favor del capitán Alfred Dreyfus, francés de origen judío, acusado falsamente de espía en un juicio y debate público sesgados por el antisemitismo. El alegato de Zola es el famoso «Yo acuso. Carta al Presidente de la República Francesa».

			Y lo hizo no solo para poner en evidencia la inocencia de aquel hombre condenado por error, sino especialmente para acusar de manera clara, precisa, contundente, a todo el sistema, al que consideraba responsable de cometer esa injusticia.

			La búsqueda valiente del escritor francés para alcanzar la verdad y la justicia remando contracorriente ha sido una fuente de inspiración para mi relato, el que, casi sin querer, fui concibiendo como un J’acusse. Destinataria principal de este recorrido será la expresidenta Cristina Fernández de Kirchner, una mandataria que concentró un grado de poder como ningún otro presidente antes, que usó y abusó de la legitimidad popular, y en algunos casos, de la devoción sincera de tantos seguidores que la encumbraron en la cima del poder. 

			Sin embargo, mi propia búsqueda de verdad y justicia no se agota en la persona, por lo que intentaré poner en crisis el funcionamiento de un sistema seudoinstitucional mal entendido, que le permitió a Cristina Kirchner una conducción y un control absoluto puesto al servicio del enriquecimiento personal y familiar. 

			Tal vez ese empoderamiento basado en la riqueza económica haya sido el sostén del poder político durante tantos años en los que también fuimos testigos de episodios de vasallaje intolerable para una conciencia democrática. Pero todas esas situaciones se explican a partir de la extraordinaria eficacia discursiva y comunicacional del «relato», que permitió instalar una idea de la identidad kirchnerista absolutamente divorciada de la realidad.

			Néstor Kirchner fue el creador de esa cultura de origen populista y de la consolidación de un liderazgo que nunca pudo, o quizás ni quiso, disimular sus aspectos más vergonzantes: su voracidad por el dinero. 

			Pero sin dudas su esposa y sucesora fue quien impuso, desde el luto cuidado al extremo durante cuatro años, los términos míticos de ese relato, su sostenimiento en el tiempo, la profundización de sus instrumentos, la ampliación de sus seguidores y también, como se analiza en un capítulo específico, la pretendida justificación ideológica de lo que simplemente era «un modelo de negocios delictivo».

			Como Zola, también creo que «la verdad está en marcha y nada la detendrá». Y también como él estoy convencida de que al final del camino «todo acto de justicia conlleva un triunfo». Y ese será el triunfo de los que sufrieron, fueron despojados, perseguidos y atropellados. Porque bajo la sombra del relato siempre se escondía el modelo autoritario de la descalificación del diverso y la naturalización del pobre y excluido como una consecuencia natural y adjudicable a los bárbaros efectos de la acción del Norte saqueador, de las corporaciones cómplices, o de cualquier ciudadano sobre quien se pudiera colgar el sambenito de lo que nos pasaba.

			La abogada exitosa deberá pasar por los tribunales para intentar dar explicaciones de un patrimonio tan inconmensurable como nuestra capacidad de sorpresa pueda abarcar. Tendrá que demostrar cómo hizo una funcionaria pública que vivió de un salario del Estado durante tres décadas para acumular la riqueza declarada oficialmente, que en realidad para algunos dista completamente de la que en verdad lleva acumulada. 

			Pero no es necesario acompañar las fantasías que se han montado en torno a tesoros ocultos bajo tierra. Basta con el tamaño de la fortuna declarada oficialmente por la expresidenta para que se disparen preguntas acerca de la legalidad de su patrimonio.

			* * *

			El gobierno kirchnerista llegó al límite de incumplir leyes y fallos frente a la indiferencia de los otros poderes del Estado y también del pueblo. Los altísimos niveles de corrupción solo han sido posibles gracias a una convalidación social absoluta de quienes no veían, quienes no querían o no podían hacerlo y quienes directamente aceptaban como natural que el robo puede ser parte de la política. Así se fue dando la degradación casi letal de nuestro sistema político.

			Hoy estamos frente al enorme desafío de empezar a desandar esa historia. De ir recobrando dignidad para poder mirar el futuro con la frente alta. 

			No tengo presunciones sobre el funcionamiento de la corrupción durante todos estos años. Tengo las certezas que me acongojan y me comprometen. Por eso, ante todo, yo acuso a quienes han sido responsables de robarnos dignidad y degradarnos como sociedad para instalar una cultura de la prebenda, de la dádiva, de la coima. 

			Yo acuso a quienes escondieron la verdad que hoy estamos llamados a recuperar. Solo con la verdad seremos libres. 

			Acuso a quienes hicieron de la Justicia una espada militante y funcional para consumar el saqueo. 

			Acuso a quienes, aun teniendo todo el poder para cambiar la realidad, dieron la espalda con indiferencia hacia los pobres, a quienes volvieron a postergar para hacerlos simples espectadores de la riqueza que ellos mismos iban acumulando.

			Acuso a los que miraron morir a muchos en la tragedia del tren, en las inundaciones, en las rutas sin terminar, en la intemperie de los excluidos de una vivienda. Y frente a ello nada hicieron, en algunos casos ni siquiera quisieron escucharlos. 

			Acuso a los responsables y hago un llamado interpelador a la sociedad para que reflexionemos sobre qué valores queremos construir el futuro para nuestros hijos.

			Acuso muy particularmente a la expresidenta Cristina Elizabet Fernández de Kirchner, la principal responsable junto con su marido fallecido de haberles robado a los argentinos en el presente, y por muchas décadas en el futuro, la posibilidad de una democracia más sólida y una vida más justa.

			Tomo las palabras de Zola al final de su J’accuse…! para hacerlas propias y decir: «El acto que realizo aquí no es más que un medio revolucionario de activar la explosión de la verdad y de la justicia». Escribo este libro para intentar cambiar la realidad.
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			La sospecha

			En el principio de todo está la causa «Hotesur». La investigación de este caso comenzó con un simple dato que estaba disponible, a la vista de todos, en un documento público. Es curioso, pero a veces los procesos se inician de la forma más inesperada. En este caso, una irregularidad en la declaración jurada de Cristina Fernández de Kirchner correspondiente al período 2012-2013 que podía consultarse libremente en la página web de la Oficina Anticorrupción. Ahí nació la sospecha que disparó la cadena interminable de indicios e investigaciones políticas, judiciales y periodísticas que vienen conmocionando a la Argentina.

			Era una tarde calurosa de noviembre de 2014 cuando di con ese detalle. En esa época, con mi asesora Silvina Martínez trabajábamos en un intercambio continuo por e-mail, compartiendo información y datos para hacer avanzar nuestras investigaciones. 

			Fue en uno de esos intercambios cuando advertimos que la expresidente declaraba una participación accionaria de más de 9 millones de pesos en una empresa llamada Hotesur SA. En ese mismo documento, afirmaba además que tenía una deuda de 4 millones de pesos con la misma compañía. 

			Hasta ese momento no habíamos escuchado hablar de la empresa ni sabíamos cuánto capital poseía y qué porcentaje del patrimonio de Hotesur representaba la participación accionaria de Cristina Kirchner. Tampoco se terminaba de entender por qué declaraba una deuda contra sí misma: la entonces presidenta, a través de Hotesur, se debía a sí misma 4 millones de pesos. Había, sin embargo, una sola explicación posible: que quisiera ocultar o disfrazar su enriquecimiento. La operación es sencilla: las deudas se evidencian en una disminución del patrimonio. Por otro lado, en ninguna parte de la declaración jurada consta la explicación o la justificación de esa deuda. 

			Estos elementos resultaban indudablemente irregularidades por parte de la presidenta de la nación que merecían especial atención y debían ser investigadas. 

			Había que conseguir información sobre Hotesur. El paso fue simple: un pedido de informes ante la Inspección General de Justicia (IGJ) con el objetivo de averiguar todo lo que se podía acerca de esa sociedad. Quién la había creado, a quién pertenecía, dónde estaba localizada y quién formaba parte de su directorio, además de sus créditos y deudas. 

			Ya habíamos advertido las severas irregularidades de la sociedad, cuyo paquete accionario ella declaraba como propio. Por eso fuimos a buscar lo que queríamos saber para entender el patrimonio de Cristina Kirchner.

			Nos encontramos entonces con que Hotesur no presentaba balances ni actualizaba directorio desde hacía varios años. Tampoco pagaba las tasas anuales. Y hasta tenía un domicilio falso. Sin embargo, ante esa ilegalidad manifiesta, que con mi equipo  habíamos detectado mediante una simple observación, el organismo que tenía a su cargo el control sobre el funcionamiento societario no había hecho absolutamente nada. Y no solo eso sino que, producto de un cepo informativo, se negaron a aportar la información sobre la empresa de la presidenta de la nación. Surgió entonces, de manera incontrastable, la responsabilidad penal de los funcionarios a cargo de la Inspección de Justicia.

			Fue así que el 10 de noviembre de 2014 presenté una denuncia penal, que quedó radicada en el Juzgado Federal N° 11 del juez Claudio Bonadio. Mi denuncia se centraba en tres aspectos sustanciales: la investigación de las irregularidades detectadas en la declaración jurada de Cristina Fernández, su titularidad en las acciones de Hotesur y el incumplimiento ante la IGJ. 

			Naturalmente, la duda que luego tomó como propia el juez de la causa fue la nuestra: ¿qué había por detrás o por debajo de una sociedad manejada de manera tan irregular? ¿Qué se estaba escondiendo? Maniobras ilegales y la posibilidad de que ahí se estuviera lavando dinero surgieron como hipótesis de manera inmediata y nos llevaron a presentar el pedido de ampliación de la denuncia para involucrar de manera directa a la titular de la sociedad de manejo ilegal. Así quedó abierta la causa penal contra la presidenta de los 40 millones de argentinos que luego sería conocida como «la causa Hotesur».

			Aquel pedido de información ante la IGJ no tuvo suerte: fue rechazado. Según el organismo, yo no podía acreditar interés legítimo en la causa. La respuesta no me sorprendió. Desde 2012, funcionaba en la IGJ una suerte de cepo informativo, una mordaza implementada por sus autoridades, que respondían a La Cámpora. 

			Entre mayo de 2012 y marzo de 2013, quien impuso el cepo informativo fue su titular, Norberto Carlos Berner, un abogado miembro de La Cámpora. Esta estrategia continuó vigente hasta el final del mandato de Cristina, bajo las gestiones de Rodolfo Tailhade y de Martín Cormick, ambos pertenecientes también a esa organización. Ese cepo informativo buscaba bloquear el acceso a cualquier información pública que pudiera dañar a la presidenta y su entorno. 

			Ese panorama lleva ya unos años en la IGJ. El disparador fue el caso «Ciccone» y el involucramiento del vicepresidente Amado Boudou, acusado de quedarse con la imprenta Ciccone Calcográfica SA para la fabricación de los billetes de moneda nacional a través de dos testaferros suyos, Alejandro Vandenbroele y José María Núñez Carmona. 

			Ese año 2012 se desató una campaña de persecución contra los empleados de la IGJ que querían colaborar aportando información y no quedar convertidos en cómplices de la corrupción. La combinación de acoso laboral y psicológico, maltrato y sumarios llevó a que más de una docena de funcionarios renunciaran o que directamente fueran desplazados o despedidos. Eso fue lo que sucedió con mi asesora Silvina Martínez, quien era directora del Registro Nacional de Sociedades y se negó a cumplir con el cepo informativo. Después de meses de maltrato y acoso, fue despedida. 

			Posteriormente veríamos que la violencia laboral ejercida contra funcionarios y empleados en toda la administración pública se tradujo en el apartamiento de personas de alta capacitación, lo que significó una violación a sus derechos humanos y también el vaciamiento de las capacidades estatales para copar aquellos lugares con militantes sin las calificaciones requeridas para las funciones específicas.

			A pesar de todos los obstáculos orquestados para proteger sus secretos, de a poco pude reconstruir el rompecabezas de la sociedad Hotesur. 

			Hotesur es un engranaje fundamental de la maquinaria de corrupción en beneficio propio, montada por el kirchnerismo. Néstor Kirchner no quería recurrir a redes de abogados, financistas y testaferros ajenos a su entorno, piezas necesarias para montar una operación de lavado de dinero. Esa decisión lo llevó a delinear y poner en marcha diversos mecanismos y empresas con los que constituyó una verdadera «lavadora propia» destinada a introducir en un mercado de apariencia legal los dineros mal habidos de origen ilícito, provenientes de la corrupción. Los negocios hoteleros, las sociedades y en particular Hotesur fueron parte de esa maquinaria.

			* * *

			Hotesur SA fue creada en 2003 por Jorge Antonio Giovanakis y José Carlos Amil López, dos empresarios hoteleros dedicados toda la vida a ese rubro, quienes hasta aquel momento no habían mantenido ninguna relación con Kirchner. El objeto de esta empresa era explotar negocios de hotelería, gastronomía y turismo, aunque su capital social fue de 12.000 pesos, como surge de sus estatutos. Al poco tiempo de su constitución, Hotesur se convirtió en la dueña del Hotel Alto Calafate. 

			El Hotel está ubicado camino al Aeropuerto y a 3,5 kilómetros del centro de la ciudad, que se encuentra localizada a 320 kilómetros de Río Gallegos y sobre la margen sur del lago Argentino. El Alto Calafate es uno de los catorce hoteles de entre cuatro y cinco estrellas de la ciudad de Calafate y, con 103 habitaciones, opera comercialmente todo el año. Como la mayoría de los hoteles de alta categoría, trabaja con tarifas en pesos y en dólares. Recibe pasajeros que llegan a través de agencias y paquetes con excursiones incluidas, o bien los independientes que contratan por internet. 

			Cinco años después de su creación, vendría un cambio de manos significativo en la sociedad. En noviembre de 2008, Néstor Kirchner compró el 98% de las acciones de Hotesur SA a Giovanakis y Amil López por 4.900.000 dólares. El 2% restante lo adquirió su hijo Máximo. Inmediatamente, Kirchner designó como presidente del directorio a Osvaldo Sanfelice, apoderado de CFK y titular de la inmobiliaria Sanfelice Sancho y Asociados, de la que también era socio Máximo Kirchner; a Romina de los Ángeles Mercado, abogada, hija de Alicia Kirchner y sobrina de Cristina Fernández, como vicepresidente, y a Patricio Pereyra Arandía, esposo de Natalia Mercado, hermana de Romina y sobrino político del juez federal Eduardo Freiler, como director titular. 

			Es decir, Néstor Kirchner puso a tres personas de su mayor confianza al frente de Hotesur SA. Todo indicaba que esa sociedad se había vuelto central en el entramado de corrupción kirchnerista.

			En 2008, al momento de la compra por parte de Néstor y Máximo Kirchner, el activo de la empresa era de 7.992.702 pesos y estaba integrado por el hotel que se encuentra en calle 2000, N° 141 de la ciudad de El Calafate. La valuación declarada era de 5.395.314,93 pesos. Cuando los Kirchner compraron el Hotel Alto Calafate encararon una serie de ampliaciones: construyeron una sala de conferencias con capacidad para 650 personas, un restaurante y una piscina climatizada que amplió los servicios del spa.

			Era octubre de 2008: el Banco Central intentaba frenar la salida de capitales con una fuerte intervención. No era para menos: se trataba de la fuga más importante desde 2002. Era el momento de una severa crisis financiera internacional. Y la Argentina empezaba a sentir el impacto.

			Cristina Fernández de Kirchner afirmó en un discurso pronunciado en la Bolsa de Comercio de Buenos Aires: «A mí, sinceramente, me gustaría ver a más hombres y mujeres caminando por los pasillos de la Bolsa e invirtiendo en acciones y no en las casas de cambio, creyendo que el refugio en la moneda extranjera es la mejor manera de invertir en un país». 

			La expresidenta instó a los presentes a «cambiar esta percepción del ciudadano argentino, que cree que es más confiable un papel, una moneda extranjera, que una acción o un bono de los hombres y mujeres que invierten y producen en el país. Esta es una cultura que debemos cambiar». 

			Curiosamente, su marido había comprado 2 millones de dólares en un momento de altísima volatilidad en el mercado de cambios y en el comienzo del alza en la divisa y de la crisis financiera internacional, todo en el mismo año en que se produjo el enfrentamiento con el campo. No fue Kirchner a una casa de cambio a comprar unos dólares para viajar, como puede hacerlo un ciudadano común. El problema es que Kirchner compró los dólares disponiendo de información privilegiada, a la que accedió por su posición única en la estructura de poder de la Argentina.

			En el último trimestre de 2008, la fuga de capitales se aceleraba. Durante todo el primer semestre de 2009, se mantuvo a niveles altos hasta el punto de que la AFIP y el Banco Central fijaron nuevas normas para la compra de dólares con el argumento de controlar la evasión. El objetivo indirecto era frenar la compra masiva de dólares, lo que había hecho Kirchner. El entonces secretario de Comercio Guillermo Moreno, utilizando mecanismos que rozaban el abuso de poder, presionaba a bancos y casas de cambio para que no vendieran dólares y a empresas para que no compraran, al tiempo que el Banco Central enviaba inspectores a las mesas de dinero de los bancos y casas de cambio como una forma de intimidar a quienes deseaban huir del peso.

			Finalmente, Néstor Kirchner fue denunciado por la compra de los dólares y el uso de información privilegiada. El expediente recayó en el juzgado de Claudio Bonadio. Años después, este magistrado se volvería a encontrar con una causa relacionada con el matrimonio presidencial y el Hotel Alto Calafate.

			* * *

			Desde el momento en que el matrimonio presidencial tomó posesión de Hotesur empezaron las irregularidades. Hasta 2008, la empresa había cumplido con todas sus obligaciones, presentaba sus balances en tiempo y forma e inscribía su directorio. Todo estaba en regla y era transparente. Luego, desde ese año hasta 2015, Hotesur comenzó a incumplir las presentaciones obligatorias ante la IGJ: adeudaba la presentación de balances, la designación de autoridades y las tasas correspondientes a los ejercicios 2011, 2012, 2013 y 2014. 

			Hasta 2015, Hotesur, la empresa dueña del Hotel Alto Calafate, no cumplió con las mismas reglas que cualquier sociedad. 

			El tema no era menor: esa laguna era clave para una empresa que ingresó millones de pesos del empresario patagónico Lázaro Báez. El rol del «Rey de la obra pública nacional» es central para entender la ingeniería financiera montada en torno a Hotesur SA. Los años en que la empresa se vio favorecida por ingresos millonarios únicamente de Lázaro Báez, coincidían con la falta de presentación de balances y de inscripciones ante la IGJ.

			El grado de desprolijidades en que incurría la operatoria del hotel me llevó a sospechar que detrás de esta fachada se escondían delitos más graves. Esta presunción también fue compartida por el juez Bonadio y por el fiscal Carlos Stornelli. 

			Mi presentación ante los Tribunales de Comodoro Py generó consecuencias. Fue después de ella, en diciembre de 2014, que los Kirchner decidieron conformar un nuevo directorio integrado por el núcleo familiar. Romina Mercado pasó a figurar como presidenta de la sociedad y Giselle Fernández, hermana de Cristina, y María Rocío García, pareja de Máximo Kirchner y madre de su hijo Néstor Iván, se convirtieron en directores titulares. El exgobernador de Santa Cruz, Carlos Sancho —quien a su vez es socio de Máximo Kirchner—, Máximo y Florencia Kirchner figuran como directores suplentes.

			Se hizo evidente que, ante las fundadas sospechas que logramos instalar en el ámbito tribunalicio, la sociedad se autorreplegó hacia adentro del entorno familiar y quedó integrada por personas de la más íntima confianza de los Kirchner. 

			Este funcionamiento ha sido una característica propia de la gestión y los negocios kirchneristas. Las sociedades se han ido cerrando en torno a pocas personas que se repiten de una sociedad a otra, en cada poder otorgado, en las diversas administraciones. Entre ellas, Máximo es sin duda la persona de mayor confianza de Cristina Fernández. También Romina Mercado ocupó y ocupa lugares de representación relevante en las sociedades y empresas familiares.

			La coincidencia del magistrado, el juez Bonadio, con nuestras perspectivas lo llevó a moverse rápidamente y a una semana de recibir la causa ya había impulsado un allanamiento en las oficinas de la IGJ. 

			A través de esta medida fue posible confirmar que las presunciones e indicios que había reunido en mi investigación preliminar se correspondían con la realidad. Hotesur era, al menos, una empresa que mostraba irregularidades a las que había que prestar atención. Más adelante, con el correr de la investigación, quedaría claro que detrás de esas irregularidades se ocultaban verdaderos ilícitos.

			En ese momento también fue evidente para mí que nos habíamos tropezado con un pantano de corrupción. No se trataba meramente de una empresa de manejo y administración descuidados, sino de una gran maniobra intencional, en la que estaban implicados altos funcionarios, capaces de encubrir ilícitos durante años. 

			La siguiente acción del juez Bonadio fue allanar una oficina ubicada sobre la calle Lavalle 975, 4° piso, departamento A, en la ciudad de Buenos Aires, el domicilio que figuraba como sede legal de la empresa. 

			El allanamiento se realizó en noviembre de 2014, a las pocas semanas del inicio de mi denuncia, pero el resultado fue llamativo: donde debía funcionar la sede de una empresa, solo se encontró una oficina vacía. De acuerdo con los testimonios recogidos por los vecinos del lugar, hacía por lo menos tres años que no se veía a nadie en el inmueble. 

			La tercera medida fue una orden de presentación, que consiste en un pedido, previo al allanamiento, para que sea entregada información relevante. Si la AFIP no hubiera respondido a la orden de presentación de Bonadio, el juez habría tenido que ordenar un allanamiento a esas oficinas. Esa medida permitió a la Justicia encontrar las declaraciones juradas de ganancias y bienes personales de varias de las personas que ya se advertían involucradas en las maniobras ilegales, así como la documentación vinculada con las empresas Hotesur SA, COMA SA, Los Sauces SA, IDEA SA y Valle Mitre SA. Las tres primeras son las empresas de la familia Kirchner y las dos restantes, las que alquilaron el Hotel Alto Calafate asegurando millones de pesos a la presidenta de la nación.

			Ahí apareció el nombre de Lázaro Báez, un personaje fundamental dentro de la trama de negocios y corrupción organizada por el matrimonio Kirchner. 

			* * *

			El ascenso económico de Báez y su consolidación como empresario corrieron de forma paralela a su relación con los Kirchner. Un simple gerente de banco hasta la llegada de Néstor Kirchner a la presidencia en 2003 construyó un imperio a lo largo de los últimos doce años, siempre cobijado por el matrimonio presidencial. Báez, a través de su empresa insignia Austral Construcciones SA, se convirtió en el principal destinatario de los contratos de obra pública principalmente, pero no únicamente en la provincia de Santa Cruz. Austral Construcciones fue creada a los pocos meses de la asunción de Kirchner y no se trata en absoluto de una casualidad: era la pieza central del rompecabezas delictivo con la obra pública, uno de los principales mecanismos de enriquecimiento del novato empresario y de la familia con la que estuvo, y está, asociado y que tanto lo ha beneficiado con sus decisiones políticas. 

			La constructora de Báez fue la principal destinataria de más de 15.000 millones de pesos por parte del Estado nacional. A lo largo de los tres gobiernos kirchneristas no paró de crecer y de diversificar su «cartera de negocios». Entre sus actividades comerciales, además de la construcción y el petróleo, figura, precisamente, la administración hotelera. 

			Apenas dos meses antes de que Kirchner comprara Hotesur, en septiembre de 2008, Báez adquirió una empresa llamada Valle Mitre SA. El 10 de noviembre de ese mismo año, Hotesur y Valle Mitre firmaron un contrato de locación de servicios por el cual esta última administraría por un año, con todo su mobiliario, el Hotel Alto Calafate, propiedad de los Kirchner. Valle Mitre se encargaría de recibir los pagos de los ingresos generados por Alto Calafate. 

			El negocio hotelero sellado entre Kirchner y Báez era la pantalla para otro negocio mayor, que era necesario ocultar. A través de esta vinculación, Báez le transferiría millones de pesos a Cristina Fernández en concepto de «retorno» por todos los contratos de obra pública que el kirchnerismo le adjudicaba. Cristina, y no su marido, estuvo en el centro de este acuerdo y eso queda demostrado por un simple dato cronológico: la operación Hotesur tuvo su desarrollo más importante a partir de 2010, ya fallecido Néstor Kirchner.

			La decisión de armar esta ingeniería financiera en torno a la actividad hotelera no fue casual ni aleatoria. Los hoteles lujosos y vacíos son uno de los mecanismos más comunes y básicos en el lavado de dinero, es decir, en la estructura montada para introducir plata de origen ilegal dentro de un circuito formal y legal. 

			Hotesur es un caso ejemplar: son pocas las ocasiones en las que se ve de manera tan clara la devolución de favores entre un empresario y un funcionario que le ha otorgado un beneficio. Báez, el principal beneficiado por la obra pública a lo largo de los últimos doce años, se convertía en socio comercial de la persona que le otorgó esos contratos y se comprometía a manejar su hotel. 

			El contrato entre ambas partes estipulaba que Valle Mitre le pagaría a Hotesur casi la misma cifra que el año anterior había facturado el Hotel Alto Calafate. Para ser más precisa, el Hotel había facturado en 2008 casi 6 millones de pesos y, al año siguiente, después de la compra por parte de los Kirchner y de la administración de Lázaro Báez, el Hotel pasó a facturar 21 millones de pesos. Para poder garantizar una facturación tan alta, el empresario suscribió convenios con sus propias empresas para el alquiler de habitaciones en el Hotel. Se garantizaba así que parte del dinero generado por la obra pública a partir de los sobreprecios y el retorno consecuente fluyera de forma constante hacia la sociedad de los Kirchner.

			Las explicaciones de Báez sobre este mecanismo han buscado ahuyentar las sospechas: según el empresario, el objetivo fue asegurar que los empleados de su constructora, muchas veces alejados durante semanas de sus hogares, tuvieran donde dormir. Sin embargo, esa necesidad no era real, o al menos se podría haber atendido con menores costos. Pude verificar que entre el Hotel Alto Calafate y la ubicación de las obras en marcha de Austral Construcciones existen otros establecimientos disponibles a mejor precio y a menor distancia. 

			Para las obras cercanas a Río Turbio o 28 de Noviembre, Báez podría haber alojado a sus trabajadores en el Hotel Nazó o bien en el Hotel Capipe, ambos en Río Turbio, Santa Cruz.

			En el caso de Puerto San Julián, según la información oficial que difunde la municipalidad de esa localidad, están disponibles el Hotel Bahía y la hostería Posada de Drake, ambos de tres estrellas. También allí se encuentra el Hotel Costanera, de dos estrellas. Si bien la oferta hotelera de esa localidad es menos desarrollada que la de El Calafate, contratando los hoteles disponibles Báez podría haberles ahorrado cientos de kilómetros de viaje a sus ejecutivos cada vez que debían supervisar los avances de una obra y otros tantos más al regresar de cada jornada laboral.

			Si hubiera optado por alojarlos en el Hotel Bahía, por ejemplo, sus ejecutivos se habrían hospedado en suites y departamentos para ejecutivos. El establecimiento cuenta con estacionamiento propio, además de una confitería y una galería comercial y servicio de wifi en sus habitaciones. Y en muchos casos se hubieran evitado recorrer cientos de kilómetros entre el lugar de trabajo y el hotel de descanso.

			La única opción que hay en la localidad de Piedrabuena, en cambio, es más austera. Los colaboradores de Báez solo hubieran podido parar en El Álamo, una hostería sencilla y céntrica de dos estrellas. Pero si hubiera optado por esta opción, en vez de ir hasta el Alto Calafate de los Kirchner, se habrían ahorrado 808 kilómetros, entre ida y vuelta, por cada viaje que debían realizar. 

			La justificación de Báez, su intención de proveer un mejor alojamiento a sus trabajadores, se cae ante semejante contraste. Es asombroso el barroquismo de las excusas de Báez con tal de justificar la ocupación del Hotel Alto Calafate. 

			La operatoria con las habitaciones no fue la única. Báez también canalizó retornos hacia el matrimonio presidencial a través de la contratación de otras instalaciones del Alto Calafate. 

			Este mecanismo incluyó a dos estaciones de servicio que estaban a nombre de las empresas La Estación SA y Don Francisco SA, propiedad de Báez. Si bien ambas estaban ubicadas a más de 300 kilómetros de distancia respecto del hotel de los Kirchner, cada una contrató un salón para treinta personas por seis días al mes a lo largo de cinco meses, además de veinticuatro habitaciones dobles al mes por cinco meses. Cada estación de servicio pagó por eso 248.850 pesos. Según la documentación oficial, el objetivo de la contratación era el lanzamiento de un nuevo producto llamado Bitalco-Asfalto 7/100, del cual no hay ningún rastro en el mercado del sector. 

			El diario La Nación publicó una serie de notas que describían la operatoria hotelera mediante la cual se devolvió parte de los ingresos por la obra pública que Báez recibió durante años al bolsillo de los Kirchner. Y como corolario de esas noticias, se inició una investigación en la Justicia en lo penal tributario. 

			En esa causa, a cargo del juez Javier López Biscayart, la AFIP presentó varios informes en los cuales analizó los contratos celebrados por diferentes empresas de Lázaro Báez. El juez investigaba si la firma gerenciadora de los hoteles de la familia Kirchner, Valle Mitre SA, había servido como emisora o receptora de facturas por servicios no realizados que les habrían permitido generar crédito fiscal a las empresas de Báez, que luego utilizaron para mejorar las utilidades en sus balances. 

			El magistrado concluyó que no correspondía avanzar contra las empresas de Báez luego de que la AFIP determinara que los montos exigibles por impuestos impagos no superaban el monto mínimo exigido por ley, o se abordaban figuras penales ajenas a su competencia. Así, una nueva causa quedó cerrada para los amigos del poder. Aunque no por mucho tiempo: en junio de 2016, López Biscayart dispuso reabrir la investigación contra Lázaro Báez y sus empresas.

			La causa Hotesur no fue la primera en la que Báez apareció implicado en posibles casos de lavado de dinero. En 2013, en el programa de televisión Periodismo Para Todos, Leonardo Fariña se explayó diciendo que había realizado diferentes operaciones de lavado de dinero, y para ello se sirvió de la financiera SGI Argentina SA, propiedad de Federico Elaskar, desde donde se habrían creado más de cincuenta sociedades off shore para llevar adelante las acciones ilícitas. 

			Según las declaraciones de Elaskar, a principios de 2011, cuando todavía era dueño de SGI Argentina, fue contactado por Fariña con el fin de realizar una serie de operaciones por cuenta y orden de Báez, a quien Fariña llamaba «su cliente». Estas operaciones consistían en el armado de una estructura societaria y bancaria en el exterior para poder «lavar» y brindar apariencia de licitud al dinero «negro» de Báez. 

			Con ese propósito se habrían creado entre cuarenta y cuarenta y cinco sociedades off shore. En aquel programa, Elaskar describió la ruta del dinero «negro», precisando que el efectivo en euros era trasladado durante la madrugada en un avión, propiedad de Báez, hasta el Aeropuerto de San Fernando, provincia de Buenos Aires, donde no existían controles policiales ni aeroportuarios de ningún tipo, y allí se descargaba el dinero. Luego, los billetes eran transportados a la República Oriental del Uruguay, también en avión, desde donde eran girados a cuentas en paraísos fiscales. Asimismo, indicó que los beneficiarios de estas operaciones eran Lázaro Báez y sus dos hijos, Martín y Leandro, y que el monto aproximado de dinero que se llevaron ilícitamente de la República Argentina durante el primer semestre de 2011 fue de unos 55 millones de euros. 

			Siguiendo con el relato, Elaskar y Fariña afirmaron que se crearon varias decenas de sociedades en el extranjero para llevar a cabo estas acciones ilícitas. Una de ellas, cuya documentación exhibieron, habría sido la que se denominó Teegan Inc. Según los entrevistados, esta sociedad se habría formado en Belice y registraría abierta una cuenta bancaria en el Banco Lombard Odier de Suiza, en la que se habría depositado un millón y medio de dólares. Sobre este aspecto, durante la emisión del programa se mostró documentación relativa a la constitución de la sociedad, sus integrantes, los directores Julio Collado Quiroz y Daysi Lorena Gil, y resúmenes de la cuenta que registraba dicha persona jurídica en la entidad bancaria aludida.

			En los últimos meses de 2014, casi en simultáneo con mi denuncia en torno a Hotesur SA, realicé una presentación en la causa que lleva adelante el juez Sebastián Casanello, conocida como «La ruta del dinero K», donde se investiga el patrimonio de Báez y su vinculación con la corrupción política, y de manera más particular, el delito de lavado de dinero.

			La investigación se llevaba adelante en Buenos Aires, pero la pesquisa se había expandido hasta Suiza. Se buscaba dilucidar el origen de cuatro cuentas radicadas en los bancos Lombard Odier y Safra-Sarasin, de Ginebra, por un monto de 25 millones de dólares. En abril de 2013, los diputados Manuel Garrido y Graciela Ocaña presentaron una denuncia en la Justicia suiza para investigar aproximadamente cien cuentas vinculadas a Báez por sospechas de lavado de dinero.

			Pero había surgido un inconveniente: los oficios judiciales no habían llegado a manos de la Justicia suiza a pesar de que el juez los había cursado. El trámite de los oficios es siempre responsabilidad de la Cancillería argentina en su carácter de encargada de las relaciones internacionales del país en cuestiones como esta. Hasta el día de hoy no ha sido posible establecer con claridad qué pasó con los oficios: si se perdieron, si la Justicia argentina no cumplió correctamente con el procedimiento o si hubo algún tipo de maniobra para entorpecer la acción. Lamentablemente,  la Justicia suiza dio por finalizada la causa por blanqueo de capitales, sobreseyó a Báez y terminó levantando el bloqueo que existía sobre las cuentas 

			Báez también apareció mencionada en una causa que se tramitaba en Uruguay. Allí, la jueza Adriana de los Santos estaba investigando a la empresa Reloway Company SA, que aparecía registrada en un domicilio falso en Montevideo, y cuya operatoria estaba rodeada de irregularidades. Reloway era una compañía del mundo financiero que, extrañamente, no tenía ningún vínculo ni asociación conocida con otras sociedades del sector. 

			¿Qué vinculación tenía Báez con Reloway Company y qué nos llevó a hacer una presentación ante la jueza Adriana de los Santos? A través de un documento que aportó la IGJ, se logró establecer que Reloway Company estaba inscripta también en la Argentina y Báez era su representante legal.

			Otra de las cuestiones extrañas que surgió en ese momento, y que fue motivo de una de mis presentaciones, fue la coincidencia de un domicilio de la sociedad de Báez con otra perteneciente al empresario Cristóbal López. 

			En una actuación ante la AFIP que comenzó en 2005, Báez había reconocido que había traído 1,8 millones de pesos en efectivo desde Uruguay a la Argentina y que ese dinero había sido inyectado a la empresa Badial SA, que también le pertenece. Pero lo más llamativo fue descubrir que la dirección que figuraba en el documento coincidía con la de la sede legal y administrativa de OIL M&S, del Grupo Indalo, propiedad de Cristóbal López. 

			Resulta un desafío a la imaginación concebir que los dos empresarios más emblemáticos del poder kirchnerista compartieran un domicilio legal de pura casualidad. Es decir que la sociedad uruguaya Reloway Company, cuyo representante en la Argentina es Báez y que tiene domicilio ficticio en Uruguay, sospechada de lavado de dinero mediante la capitalización de una sociedad argentina, Badial SA, propiedad del mismo Báez, comparte su sede en la Argentina con la empresa Oil M&S del otro empresario kirchnerista, Cristóbal López. 

			Se desconoce si Reloway Company posee otros activos en la Argentina o en otro lugar del mundo. Sin embargo, existen fuertes indicios de que se trata de una estructura armada a los fines de ocultar a su verdadero titular y a través de ella cometer ilícitos, tales como lavado de dinero o evasión fiscal.

			Báez y Cristóbal López tienen mucho en común: haber obtenido extraordinarios beneficios económicos durante los últimos doce años y haber sido al mismo tiempo clientes que tributaban sumas millonarias en las sociedades de los mismos que les otorgaban dichos beneficios.

			Báez no es cualquier empresario. Es el socio de la expresidenta de la nación y quien ha manejado todos sus negocios hoteleros. Para ponerlo en blanco y negro: la expresidenta eligió como socio a un empresario sospechado de lavado de dinero en cuatro países distintos. 

			* * *

			Más de una vez he dicho que la causa Hotesur es como una caja de Pandora, una suerte de baúl de donde emergen irregularidades  y hechos  nuevos, indicios y sospechas, prácticamente todos los días. La causa de las facturas truchas es un ejemplo de esto y de cómo la corrupción del gobierno de Cristina Fernández de Kirchner involucró a funcionarios de todos los niveles y áreas. 

			Si bien el extitular de la AFIP, Ricardo Echegaray, denunció en octubre de 2014 a 1.208 empresas vinculadas a la emisión de facturas apócrifas, al poco tiempo se hizo evidente que la investigación era tan solo una maniobra distractiva para esconder el hecho de que Austral Construcciones era una de las empresas que se había beneficiado de esta usina de boletas truchas. Pero que extrañamente no era objeto de ninguna investigación por parte del organismo.

			El delito principal era el de Austral Construcciones, que usó estas empresas y sus facturas truchas para justificar ganancias que había obtenido de forma ilegal. Pero al investigar solo a las empresas que emitían las facturas apócrifas, Echegaray desvió el foco de las empresas de Báez y se concentró en las que estaban dedicadas a la facturación.

			La constructora perteneciente a Báez había usado tres grupos de empresas ubicadas en Bahía Blanca para evadir el pago de millones de pesos en impuestos. 

			El encubrimiento que llevó a cabo la AFIP resulta de importancia vital si se tiene en cuenta la función que cumplen las facturas truchas en una operatoria de lavado de dinero. Con este mecanismo no solo es posible evadir impuestos sino que también se consigue una acumulación de recursos y enriquecimiento de orden ilegal que luego pueden ser usados para otros fines, desde sobornos hasta retornos para pagar habitaciones de hotel que nunca se usarán. Esta sola operatoria, simulando encomendar o tercerizar trabajos a empresas que no contaban ni con empleados ni con maquinarias o capacidad para realizarlos, le significó a Báez, a través de Austral Construcciones, un incremento patrimonial superior a los 120 millones de pesos. 

			Según informaron diversos medios en ese momento, Echegaray cerró la rama regional de la AFIP Bahía Blanca en 2012 debido a un conflicto gremial con los empleados de esa sucursal. En enero de 2015, denuncié a Ricardo Echegaray alegando que en realidad ese cierre había buscado entorpecer la investigación del involucramiento de las empresas de Báez en la operación de facturas apócrifas. 

			Quiero insistir en la importancia de las facturas apócrifas: su significación está dada por el hecho de que hay sospechas de que esa operación puede demostrar el delito precedente, necesario para cualquier operación de lavado de dinero. Esto es, en la medida en que aquel que recibe dinero ilegalmente encuentra un medio por el cual justificar servicios que no contrató, puede explicar cómo movió dinero que pudo haber ido a parar a coimas o retornos.

			* * *

			Tras la denuncia que llevé adelante y que condujo a la investigación del caso Hotesur, sabía que habría una contraofensiva. Y así fue. 

			A las pocas horas de mi presentación, Cristina Fernández de Kirchner acusó públicamente al juez Bonadio de no presentar balances de una empresa de su familia ante la IGJ. Por otro lado, el senador oficialista Marcelo Fuentes lo denunció penalmente: la acusación se basaba en el hecho de que era dueño del 20% de una empresa dedicada al manejo de las estaciones de servicio, cosa que la Justicia nacional no permite pues prohíbe a los magistrados ejercer la actividad comercial sin autorización previa.

			Pero la prueba más evidente de que me había topado con algo realmente serio fue cuando me enteré de que un abogado de nombre Santiago Mansilla me había denunciado por supuesto enriquecimiento ilícito. El nivel del contraataque era un signo de que había tocado áreas sensibles de un negocio millonario.

			Expresado así, esa denuncia irresponsable en mi contra parecía ser una imputación grave sobre mi persona o sobre mi labor pública como diputada nacional. La realidad es otra. El denunciante se basó en una declaración que yo había realizado por motivo del último robo que había sufrido en mi casa, en Castelar. 

			He sufrido más de diez robos en los últimos años, y hasta un secuestro exprés, sin connotaciones políticas. El robo más reciente se produjo cuando un grupo de ladrones entró en mi casa en momentos en que ni mi familia ni yo estábamos ahí. 

			En mi declaración a la policía dejé constancia de que se habían llevado un monedero de tela, donde yo guardaba una serie de objetos valiosos sentimentalmente, como el anillo de compromiso de mi madre y una cadenita con la imagen de tres niños de oro que me había regalado mi marido. También guardaba ahí algunos de los relojes que Mirtha Legrand me regaló cuando fui invitada a su programa. En base a esa enumeración, este abogado afirmó en su denuncia, basada en aquel asiento de la denuncia policial, que yo tenía joyas y alhajas sin declarar.

			Hubo otros dos hechos que no hicieron más que aumentar mi sospecha de que había dado con algo grande que el poder de los Kirchner quería ocultar. El apartamiento de la causa del juez Bonadio y la denuncia presentada contra mi asesora, la doctora Silvina Martínez, una abogada que se desempeñó en la IGJ y que actualmente me representa en todas las cuestiones judiciales y con quien comparto las denuncias e investigaciones en marcha. 

			Martínez había sido convocada a declarar por Bonadio luego de escuchar su testimonio en Periodismo Para Todos, de Canal 13, respecto de las irregularidades en la IGJ, una de las patas que constituían la investigación sobre Hotesur. En dicha oportunidad declaró cuáles eran las obligaciones de las sociedades comerciales, así como las facultades de la IGJ. 

			La diputada kirchnerista Andrea García la denunció por incumplimiento de los deberes de funcionario público y falso testimonio, en un claro intento de intimidarla. Por otra parte, la Casa Rosada embistió a través de Twitter descalificándonos. Estaban doliendo nuestras denuncias. 

			Estaba claro que la investigación judicial del caso Hotesur inquietaba a Cristina Kircher. Era la primera vez que la entonces presidenta y su familia eran investigados por irregularidades de una de sus empresas y por presunto lavado de dinero. 

			No me parece una excusa, como he escuchado decir a algunos defensores de Cristina Kirchner, que las irregularidades encontradas en Hotesur solo eran cuestiones administrativas menores. Las sociedades comerciales de un presidente de la nación tienen que ajustarse a la letra de la ley con el mayor de los celos. No se trata de ser un principista, sino de asegurar que la mayor autoridad del país dé el ejemplo en cuanto a su respeto por la ley. 

			Pero lo cierto es que, con el correr del tiempo, se hizo evidente que Hotesur era apenas una de las tantas empresas pantallas montadas por Kirchner y su familia para encubrir negocios ilícitos y canalizar hacia sus cuentas el retorno del dinero ilegal de la corrupción y las coimas. Sin saberlo, había pisado un hormiguero. 
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